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El «Viva la Pepa» traspasa  
fronteras: los retoños de  
la Constitución de Cádiz

The «Viva La Pepa» Crosses Borders:  
the Sons of the Constitution of Cadiz

Resumen

Palabras clave
Constitución de Cádiz, Dos Sicilias, Portugal, Piamonte-Cerdeña, 
revoluciones de 1820-1821.

La Constitución de Cádiz ha sido la constitución de España 
con mayor proyección internacional. Su prestigio se vio acre-
centado tras el triunfo de la revolución española de 1820, que 
fue la primera grieta importante en el orden absolutista de la 
Europa de Viena. El ejemplo español estimuló sucesivas re-
voluciones en Dos Sicilias, Portugal y Piamonte-Cerdeña, en 
todas las cuales la Constitución de Cádiz jugó un papel esen-
cial, hasta el punto de adoptarse provisionalmente como pro-
pia en los dos reinos italianos. En Dos Sicilias y en Portugal 
sus parlamentos reformaron la carta española para adaptarla 
a las demandas y exigencias de los revolucionarios locales; si 
los italianos le dieron un toque federal, los portugueses am-
pliaron las libertades civiles y políticas reconocidas en Espa-
ña. El artículo indaga en los pormenores de unos procesos 
que fueron posibles gracias a la flexibilidad y ambigüedad de 
La Pepa, cuyos principios revolucionarios –los más– convi-
vieron con otros más tradicionales. 

Summary
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Constitution of Cadiz, Two Sicilies, Portugal, Pied-
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The Constitution of Cadiz was the most far reaching Spa-
nish constitution. Following the triumph of the Spanish li-
beral revolution of 1820, its prestige increased and it became 
the first crack in the wall for the Vienna system of interna-
tional relations. The Spanish example encouraged successi-
ve revolts in Two Sicilies, Portugal and Piedmont-Sardinia. 
In each of these examples, the Constitution of Cadiz pla-
yed an essential role, to the extent that it was provisiona-
lly adopted in both Italian kingdoms. In Two Sicilies and 
Portugal, parliaments reformed the Spanish charter to suit 
the demands and requirements of the local revolutionaries. 
Whilst the Italians gave it a federal aspect, the Portuguese 
expanded upon the civil and political rights recognized in 
Spain. This article examines the details of these processes, 
which were possible only due to the flexibility and ambigui-
ty of La Pepa, whose –most– revolutionary principles were 
mixed with other more traditional ones.
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1. INTRODUCCIÓN

La de Cádiz ha sido la constitución española con mayor proyección internacional. Casi desde 
su promulgación se convirtió en un texto de referencia, en buena medida por su seductora 
mezcla entre principios revolucionarios (como la soberanía nacional, depositada en una cá-
mara única de carácter popular, la división de poderes, el amplio sufragio para elegir a los 
representantes a Cortes y a las entidades locales y provinciales, etc.), y otros más tradicionales 
(la Monarquía, el catolicismo como religión «única y verdadera» o el discurso historicista que 
envolvió el proceso de cambio).

La Pepa conoció tempranas traducciones en París, Londres o las principales ciudades 
italianas1, aunque la primera de ellas se publicó en Messina (Sicilia). No fue un hecho aislado 
o casual, sino el resultado de una maniobra de los demócratas sicilianos2 opuestos a la consti-
tución que se acababa de aprobar en aquella isla, de corte inglés y moderado. El texto italiano, 
en clara divergencia con lo estipulado en Cádiz tenía como principios la soberanía comparti-
da entre Rey y Parlamento, el bicameralismo (con una cámara baja, popular, y otra alta para 
aristocracia y alto clero), el sufragio censitario o la amplitud de las facultades del rey, que iban 
desde el veto absoluto a las layes aprobadas en el parlamento a la libre disolución de la cámara 
popular en caso de conflicto3. Cádiz, por contra, simbolizaba la democracia posible y la lucha 
heroica de los españoles por la patria y por la independencia4.

La Restauración de las viejas monarquías en 1814 acabó con todas las constituciones de la 
etapa revolucionaria, incluso con la muy moderada «inglesa» de Sicilia. Dejando de lado Ingla-
terra, entre los grandes países sólo Francia se salvó en parte de esta tabla rasa al conceder Luis 
XVIII, el monarca restaurado, una Carta Otorgada que, no obstante, poco podía satisfacer las 
demandas de los grupos progresistas, en tanto que dicha Carta no era sino una cesión parcial 
que la soberanía regia hacía de sus facultades a los súbditos.

En un marco dibujado por persecuciones, prohibiciones o recuperación de privilegios 
estamentales, La Pepa fue en buena medida olvidada. Durante los primeros años de la Res-
tauración la alternativa al absolutismo era el liberalismo doctrinario de Benjamin Constant, 
que defendía un modelo parlamentario equidistante del absolutismo real y de la soberanía de 
las cámaras únicas, ya que a su juicio ambos extremos tendían al despotismo. La propuesta de 
Constant, a la derecha de Cádiz, pero a la izquierda de la Carta Otorgada, llegó a obnubilar la 
influencia española hasta 1820. Incluso en España el objetivo de la llamada conspiración de El 
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Palmar (1819), una de las fallidas tentativas liberales contra el despótico reinado de Fernando 
VII, el objetivo de sus impulsores ya no era volver a la Constitución de Cádiz, sino aprobar 
otra carta claramente deudora de las ideas de Constant5. Tras la victoria liberal en marzo de 
1820 políticos como Argüelles o pensadores como Ramón de Salas defendieron reformas 
constitucionales en sentido doctrinario6.

El mito español resurgió con fuerza a comienzos de 1820, tras al forzado juramento de 
Fernando VII a la Constitución de Cádiz. España se convertía en una falla dentro de la Eu-
ropa reaccionaria de la Santa Alianza, en un modelo político alternativo y posible, que para 
el liberalismo radical del continente resultaba más atractivo que la fórmula conciliatoria del 
doctrinarismo. Aunque el interés por los hechos españoles fue casi general, el impacto de la 
revolución sería mayor en la Europa del sur, y particularmente en Italia y en Portugal, unidas 
a España por lazos geográficos, dinásticos, culturales y religiosos7.

2. POR QUÉ CÁDIZ

La península Itálica había sido ocupada por las tropas revolucionarias francesas durante la 
última década del siglo XVIII. Los invasores, en nombre de la libertad, ampararon refor-
mas radicales que se tradujeron en códigos igualitarios, sociedades más abiertas, apertura de 
mercados, mérito y capacidad frente al privilegio, unificación de territorios antes dispersos, 
sistemas administrativos y de justicia más rápidos y eficaces...8.

La Restauración restableció los antiguos reinos italianos, si bien dos de ellos se dis-
putaban la primacía sobre la península. El primero, en el norte, era el Reino de Piamonte-
Cerdeña, territorio de los Saboya, el segundo, en el sur, era desde 1817 el Reino Unido de las 
Dos Sicilias, suma de los antiguos reinos de Nápoles y de Sicilia, cuyo monarca común fue 
Fernando I de Borbón-Dos Sicilias, tío de Fernando VII de España9.

En ambos territorios de Italia la marcha atrás se hizo evidente tras la derrota napoleó-
nica. En Dos Sicilias, pese a los retrocesos, se mantuvo del período francés una estructura 
administrativa centralista, de por sí impopular en las provincias ya que ahogaba los deseos 
de autonomía de los territorios y castigaba a los propietarios con impuestos muy elevados. 
No menor era el disgusto en Sicilia, donde el orgullo y el celo nacional se había visto profun-
damente herido por la formación del nuevo reino unificado con Nápoles. El símbolo de la 
tiranía, en Nápoles y en Sicilia, era el intendente, una figura nombrada por el gobierno que 
ostentaba la autoridad del estado central en las provincias. Del intendente dependía la policía 
o la recaudación de impuestos, por ejemplo10.

Como el descontento no se podía expresar por medios legales, las sociedades secretas 
serían el cauce natural del malestar social. En el Mezzogiorno italiano la sociedad prepon-
derante era la carboneria, organización de carácter interclasista que reunía a propietarios, 
militares, profesionales liberales, sacerdotes progresistas y personas de baja extracción social. 
Sus valores, esencialmente igualitarios, se transmitían a los más humildes a través de senci-
llos ejemplos extraídos del Evangelio o de las Sagradas Escrituras11.
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Los carbonarios, aparte de católicos, por lo general apoyaban la Monarquía constitu-
cional, el único sistema que, desde el punto de vista liberal, se consideraba viable en la Europa 
de 1820. Fueron las noticias de España las que les animaron a actuar, tras meses de dudas12. 
Conforme rezaba un manifiesto publicado en Catania en julio de 1820, la Constitución de 
Cádiz fue la elegida porque «restituisce alla Nazione la sovranità, rende eguale la condizione 
di tutti i cittadini». Y añadía: «Non più pari, non più persone privilegiate. Il nostro libero con-
senso, non violentato dell’influenza ministeriale, non disturbato da veruna sorte di ostacoli, ma 
regolato dalla savviezza, provvede a tutti i bisogni»13. Cádiz interesaba además por el carácter 
electivo de los órganos provinciales y locales, rasgos muy valorados en contraste con el des-
potismo del gobierno y de sus odiados intendentes14.

La revolución prendió en el pequeño pueblo de Nola el 2 de julio de 182015, pero se 
extendió en pocos días por gran parte del Mezzogiorno con la participación del ejército, des-
contento por la falta de expectativas y por la postergación de oficiales que en el pasado habían 
colaborado con los franceses16.

Cuando la sublevación alcanzó la ciudad de Nápoles, el rey Fernando I se negó en re-
dondo a aceptar la constitución española, que era la que los revolucionarios querían para Dos 
Sicilias. Superado por los acontecimientos se declaró enfermo y delegó en su hijo Francisco 
las funciones regias, quien las ejercería con el título de Vicario. Francisco, algo más abierto 
que su padre, anunció el 7 de julio que la de España sería la constitución del Reino; el decreto 
real que hacía efectiva dicha proclamación contenía, sin embargo, expresiones discordantes 
con el régimen de soberanía nacional que se pretendía inaugurar. Así, con aires de carta 
otorgada, el Vicario proclamaba que su padre, que no había dejado de ser rey, había decidido 
«conceder» a sus súbditos la constitución de España, por ser ésta la preferida por la opinión 
popular (que no por su deseo, añadimos)17.

Podría sorprender que una nación proclame como propia una constitución extranjera, 
pero esa asimilación no se consideraba por los revolucionarios un atentado contra la inde-
pendencia de la patria, sino, muy por el contrario, un acto libre y voluntario del pueblo que 
reforzaba la soberanía de la nación que adoptaba el texto18.

En paralelo, el Vicario anunciaba la inmediata convocatoria de un Parlamento nacio-
nal, cuyos miembros serían elegidos conforme al procedimiento electoral contemplado en 
la Carta gaditana, que ya era la del Reino a todos los efectos. Dicho Parlamento estaría au-
torizado, no obstante, para hacer las modificaciones que se creyeran oportunas al Estatuto 
español, para así adaptarlas a las circunstancias particulares del sur de Italia. Un decreto algo 
posterior, de 22 de julio de 1820, aclaraba que esas modificaciones no podían llegar al punto 
de alterar las «bases» de la Constitución de Cádiz; esa aclaración resolvió más bien poco, 
porque como no se detallaban cuáles eran esas bases los futuros parlamentarios podrían 
actuar con cierta discrecionalidad. Mientras esa adaptación no se realizara, estaría vigente la 
constitución de España en su integridad19.

Estaríamos hablando, por tanto, de un parlamento sólo en parte constituyente y de una 
representación nacional que el Palacio pretendía tutelar, toda vez que el Vicario se reservaba 
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el derecho de sancionar o vetar las reformas de la Carta magna que se le presentasen. En 
cambio, y pese a la confusión reinante, la mayoría de los diputados del futuro Parlamento 
(cuyas sesiones se inauguraron el 1 de octubre) entenderían que eran representantes plenos 
de la voluntad nacional, y no deudores de ningún monarca20.

Cerrazón o malentendido, los revolucionarios terminarían pagando un precio muy alto 
por esta falta de acuerdo. El Palacio se transformó en un foco antiliberal que boicoteó el 
desarrollo de las reformas con mayor o menor sutileza; el vicario Francisco, supuestamente 
aperturista, nombró un gobierno de tecnócratas muy distantes del liberalismo revolucionario 
que predominaba en el Parlamento y, más adelante, tampoco se opuso a la intervención de 
las tropas austríacas que, en nombre de la Santa Alianza, en marzo de 1821 pusieron fin a los 
nueve meses de experimento constitucional21.

Precisamente esa intervención de Austria en el sur de Italia fue el detonante de la se-
gunda de las revoluciones, la del reino de Piamonte-Cerdeña. El rey Víctor Manuel, de la 
casa Saboya, había seguido en Turín una política más reaccionaria y represiva que la de los 
Borbones del sur. La crisis agraria de 1816-1817 forzó una subida de impuestos y recortes 
en los salarios de los funcionarios, justo cuando se estaban devolviendo viejos privilegios a 
la aristocracia y al clero22. El norte ilustrado y liberal, por contraste, soñaba con volver a la 
unidad política y territorial de los días de Napoleón, cuando un solo Reino, llamado Italia, 
había juntado a Milán y Turín bajo una única administración23.

Como en el sur, el descontento se había encauzado a través de sociedades secretas, 
aunque no había en el Piamonte la misma unidad que había conseguido la carbonería sureña. 
Dejando de lado a los Sublimi Maestri Perfetti, de tendencia republicana, descollaba la llama-
da Federazione italiana, en la que convivían una rama radical y democratizante, partidaria de 
la constitución española, y otra rama moderada más proclive al modelo inglés, o en su caso, 
a la Carta siciliana que se había construido a imagen y semejanza de aquel24. Los partidarios 
de Cádiz tenían sus principales apoyos entre la burguesía de provincias y entre los estratos 
medios del ejército; los más inclinados a la solución inglesa eran en cambio funcionarios 
turineses y jóvenes aristócratas abiertos a novedades, deseosos de influir en los asuntos pú-
blicos desde un senado estamental que moderase las tendencias absolutistas de los Saboya25.

Cádiz ganó la partida porque sus partidarios se mostraron más activos en el crítico 
momento en que las tropas de la Santa Alianza entraron en el norte de Italia rumbo a Nápo-
les. Entre soflamas patrióticas y antiaustríacas, el primer foco de rebeldía fue Alessandria, un 
activo centro militar; fue allí, en la noche del 9 al 10 de marzo de 1821, donde un cuerpo de 
tropas bajo las órdenes del coronel Ansaldi proclamó la constitución española como la cons-
titución en vigor en Piamonte-Cerdeña. Una junta revolucionaria formada en su mayor parte 
por abogados, médicos, militares y propietarios se hizo con el control y se consideró gobier-
no legítimo26. La elección de La Pepa, según se lee en el primer manifiesto de esta Junta, era 
consecuencia de los altos principios políticos, religiosos y patrióticos del texto español: «Non 
piú ereditarie e figlie dell’arbitrio, ma elettive saranno le dignità; non avrà in esse preminenza 
che il merito solo e nelle leggi risiederà tutta la potenza dello Stato. Questo nuovo codice di patti  
sociali basato sulla religione dei padri nostri, sarà mallevarore alla Patria della lei interna sicu-
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rezza, e servirà barriera inconcussa e stabile contro qualunque temerario tentativo di straniere 
falangi». De este modo, Cádiz y patriotismo italiano se daban la mano27.

Como en el Mezzogiorno meses antes, la mecha se extendió por buena parte del Reino 
sabaudo, aunque los apoyos entre la población civil fueron desiguales28. Tras no poca incer-
tidumbre terminaría sumándose a la sublevación la propia capital, Turín, una vez que la ciu-
dadela militar se había declarado en rebeldía29. El rey Víctor Manuel huyó precipitadamente 
de la ciudad cuando vio la bandera tricolor por las calles; abdicó en su hermano Carlos Félix, 
pero al encontrarse éste ausente del Reino quedó como regente el joven sobrino de ambos, 
Carlos Alberto de Saboya, uno de esos aristócratas capitalinos que se había identificado con 
la rama moderada y pro-inglesa de los federati30.

Aunque poco proclive a la constitución española, Carlos Alberto se vería arrastrado 
por el curso de la revolución y por el «indecible ardor» del pueblo, que gritaba en las calles a 
favor de Cádiz. El joven regente anunciaba el 13 de marzo que el Reino tendría pronto una 
constitución «en conformidad con la que está en vigor en España», pero no mencionaba 
plazos. Esta fórmula no satisfizo en absoluto a los insurgentes, muchos de los cuales sospe-
chaban que el regente trataba de ganar tiempo para orientar el proceso hacia soluciones más 
próximas al modelo liberal inglés o a la carta siciliana de 1812, que sin duda eran las preferi-
das de Carlos Alberto31. 

De nuevo forzado, el regente juraba el 16 de marzo la constitución de España y la publi-
caba como norma suprema del Reino, aunque con algunas condiciones y siempre a la espera 
de la confirmación de estos actos por el nuevo rey, Carlos Félix. Las condiciones de Carlos 
Alberto eran que se mantuviera en Piamonte la ley sálica (que Cádiz en cambio no contem-
plaba), que se respetase la secular tolerancia religiosa hacia hebreos y valdenses, y que las 
modificaciones que pudiera introducir el futuro Parlamento nacional (que él no convocaba) 
se hicieran «de acuerdo con su Majestad el Rey»32. De este modo, como en Dos Sicilias, la 
Corona no quería renunciar a tutelar un hipotético proceso constituyente, en contradicción 
con el principio de soberanía nacional. En lo que se interpretó como un nuevo paso atrás, el 
regente disolvió la Junta formada en Alessandria, sin tan siquiera consultarla, y nombró otra 
nueva mucho más moderada, con doce nobles entre sus 28 miembros33. 

Los acontecimientos fueron de mal en peor para los revolucionarios; Carlos Félix repu-
dió desde la distancia lo obrado por su sobrino regente, quien, atemorizado por su incapa-
cidad de reconducir la revolución hacia cauces moderados, se fugó secretamente de Turín y 
renegó poco después de todos sus actos y juramentos de aquellos días. Sin un rey o un regen-
te al frente del Estado en aquellos fatídicos momentos, la revolución estaba herida de muerte. 
Pese a lo previsto, tampoco se produjeron levantamientos patrióticos simultáneos en Milán 
o en Venecia, que eran territorios italianos sometidos a Viena desde el Congreso de 1815.

Los militares sublevados y las milicias civiles que se movilizaron en provincias bajo la 
dirección de los nuevos (y a la postre, efímeros) jefes políticos34, poco pudieron hacer ante 
la acción de las tropas de la Santa Alianza y de la facción del ejército piamontés leal al ab-
solutismo. La derrota de los constitucionalistas en Novara puso fin a la revolución apenas 
un mes después de su inicio. 
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Salvo excepciones, las clases populares no se movilizaron por una causa que no les 
parecía suya. La revolución sólo logró interesar a las que habían sido sus bases iniciales, o 
sea, militares progresistas, comerciantes, profesionales liberales, estudiantes y funcionarios35. 
Con Metternich decidido a acabar con cualquier foco rebelde en Italia, la continuidad del 
proceso revolucionario era casi imposible. Ni siquiera en Piamonte se pudieron dar pasos 
precisos para modificar la constitución gaditana, ni hubo debate sobre ella en los papeles 
públicos, contrariamente a lo que sí ocurrió en Dos Sicilias o en Portugal36.

Precisamente fue el Reino de Portugal el último de los territorios donde La Pepa hizo 
prender la revolución. En el país vecino no había una sólida tradición constitucional, ya que 
apenas podría mencionarse un fallido proyecto patrocinado por Napoleón en la habitual lí-
nea autoritaria de los Bonaparte. Sin revolución liberal digna de ese nombre, las reformas en 
Portugal no habían pasado de la fase ilustrada y el Antiguo Régimen seguía vigente en buena 
medida hacia 1820.

Portugal, además, como la España de 1810, estaba en 1820 sin constitución y sin rey, 
toda vez que su monarca legítimo, Juan VI de Braganza, residía en Brasil con el resto de la 
familia real, territorio al que habían huido en 1807 ante la amenaza de la invasión francesa. 
Tras la definitiva derrota de los ejércitos de Napoleón, el rey prefirió quedarse en Brasil37. 
Teóricamente reinaba en su nombre un Consejo de Regencia, aunque el verdadero poder lo 
detentaba el general inglés William Beresford, lo que convertía en la práctica al Reino portu-
gués en un protectorado británico38.

Esta dependencia hacia Londres hería profundamente los sentimientos nacionalistas 
del Ejército portugués y de la burguesía urbana, los dos referentes de lo que acabaría por co-
nocerse como liberalismo ventista. Esta mixtura de militares y burgueses estaría en el origen 
de una primera sublevación revolucionaria en Oporto en agosto de 1820, muy poco después 
de los hechos de España y de Nápoles. En Oporto precisamente actuaba desde tiempo atrás 
una reducida pero muy influyente sociedad secreta de ideología liberal, el Sinedrio, fundada 
en 1818 por los magistrados Fernandes Tomás, Silva Carvalho y Ferreira Borges (este últi-
mo también sobresaliente economista) y por el comerciante Ferreira Viana; conjurados para 
acabar con el dominio inglés, pronto se les unirían otros destacados militares, jueces y profe-
sionales liberales de Oporto, e incluso el religioso ilustrado fray Francisco São Luís Saraiva, 
futuro obispo de Coimbra y cardenal Patriarca de Lisboa. A pesar de su confortable situación, 
los burgueses sublevados extremaron sus posiciones por la parálisis política y las trabas al 
libre mercado de un Reino que aún se guiaba por las pautas seculares del Antiguo Régimen 39.

Tras su primer éxito en Oporto, la revolución triunfaría en Lisboa algunos días más 
tarde gracias a la movilización del Ejército. A finales de septiembre las dos ciudades sumaban 
fuerzas y nacía la llamada «Junta Provisional del Gobierno Supremo del Reino», que se pro-
clamó como el único gobierno legítimo hasta la necesaria convocatoria de Cortes40. Con un 
lenguaje que mezclaba soflamas revolucionarias con el respeto a la tradición, los miembros 
de la Junta exigían el retorno del Rey y la restauración de viejas instituciones portuguesas, 
como las Cortes, presentadas ahora como garantes de la libertad y de la soberanía del pueblo. 
Al mismo tiempo se confirmaba a Juan VI como rey y se expresaba el unánime deseo de 
mantener a la católica como religión «dominante»41.

Carlos M. Rodríguez López-Brea Monográfico

Revista de Historiografía 20, 2014, pp. 115-138



122

Sin embargo, la división de ánimos entre progresistas y moderados (estos últimos 
con apoyos entre el funcionariado y la aristocracia ilustrada) harían retrasar hasta el 31 
de octubre de 1820 la publicación de las instrucciones para la futura convocatoria de 
Cortes. Esas Cortes, tituladas Generales, Extraordinarias y Constituyentes, serían ele-
gidas con el procedimiento contemplado en Cádiz, o sea, mediante sufragio indirecto y 
con tres grados (parroquia, distrito, provincia) y terminarían reuniéndose, en los plazos 
previstos, a finales de enero de 1821.

Los diputados portugueses tenían el mandato de elaborar una constitución política 
sobre la base del estatuto español. Lo distinto, respecto a Dos Sicilias, fue que a los represen-
tantes lusos no se les impuso restricción alguna en el alcance de los cambios, aunque sí se 
les exigía que el texto resultante fuera «tanto ou mais liberais» que el de Cádiz. En medio del 
fervor revolucionario no se contempló siquiera la necesidad de que el monarca sancionara el 
proyecto que elaborasen las Cortes, en la lógica de que la soberanía nacional no podía que-
dar condicionada por un hipotético veto regio42. En Portugal, a diferencia de Dos Sicilias y 
Piamonte, no se proclamó provisionalmente como propio el estatuto de Cádiz, aunque hubo 
un intento –fallido– en ese sentido por parte del general Teixeira. Aparte del histórico anti-
españolismo, los portugueses no tenían la urgencia de imponer hechos consumados a un rey 
que, por estar ausente, no podía influir en el curso de la revolución.

La futura constitución portuguesa dependería así, en exclusiva, del trabajo de las Cor-
tes, cuyas sesiones se iniciaron el 24 de enero de 1821. Aunque los diputados reclamaron la 
vuelta del rey Juan VI a Portugal, éste no volvió a pisar la parte europea de su Reino hasta 
junio, cuando los diputados ya habían redactado unas bases constitucionales con 37 puntos, 
confirmadas luego por la constitución definitiva de septiembre de 182243.

3. DOS CONSTITUCIONES DEUDORAS DE CÁDIZ: DOS SICILIAS (1821) Y  
PORTUGAL (1822)

Sólo dos de los tres territorios sublevados en el contexto de 1820-1821 culminarían su revo-
lución con la promulgación de una constitución propia, aunque deudora de la de Cádiz: Dos 
Sicilias y Portugal. Por lo dicho en el apartado anterior se entiende que el resultado final fue 
más fiel al original en Dos Sicilias que en Portugal, cuyos diputados tenían en mente otras 
fuentes, como la Constitución francesa de 1791 o el pensamiento de Jeremy Bentham.

El primer retoño de Cádiz fue, cronológicamente, la constitución de Dos Sicilias de 
1821. El parlamento italiano, con las restricciones ya mencionadas, comenzó sus sesiones 
el 1 de octubre de 1820; concluyeron un borrador de constitución a finales de diciembre de 
ese mismo año, aunque la obra no vería la luz hasta el 31 de enero de 1821, una vez que los 
parlamentarios lograron doblegar las resistencias del vicario del Reino, Francisco de Borbón.

La reforma constitucional se tramitó como si fuera una ley ordinaria, con la necesaria 
sanción real. El procedimiento era el propio de un parlamento constituido, contradiciendo 
el carácter constituyente que algunos diputados quisieron imprimirle apelando al carácter 
insobornable de la soberanía nacional sancionada en Cádiz, con su consiguiente principio de 
representación política44. Sin embargo, las resistencias del Vicario a sancionar algunos actos 
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del parlamento tenían su razón de ser, en tanto que los diputados habían obrado con mayor 
libertad que la esperada de una cámara constituida, introduciendo algunas modificaciones 
de calado en el modelo español. Por un motivo u otro, vicario y parlamentarios tenían razo-
nes para sentirse agredidos.

La mayoría de los diputados elegidos tenían un rico pasado político, liberal y democrá-
tico, con una significativa presencia de la burguesía propietaria y provincial, cuya principal 
exigencia era cambiar la estructura del Estado, para descentralizarlo45. Este grupo, de filia-
ción carbonaria, era el más sólido y el mejor organizado de cuantos componían la cámara. 
Para ellos, por formación y por objetivos, no era factible aceptar pasivamente los decretos de 
julio de 1820 que les impedían modificar las «bases» del texto español.

Ese deseo de ir «más allá» de Cádiz se vio favorecido por el rico debate que se pro-
dujo en la opinión pública durante todo 1820, donde las posiciones distaban de ser uná-
nimes en torno a la absoluta aceptación de la constitución gaditana46. Tanto en la prensa 
como en el parlamento la imagen que se ofrecía de España era dual, bifronte; se hablaba 
de La Pepa como una obra excelsa, fruto del heroísmo y la valentía de los españoles, pero 
al mismo tiempo se recordaba la –para ellos– mejor tradición constitucional y el mayor 
progreso de Italia frente a una España bisoña en libertades, recién salida de las garras del 
absolutismo y de la Inquisición47.

La constitución finalmente aprobada en Dos Sicilias constaba de 371 artículos, trece 
menos que la de España. Mantenía los principios más avanzados de la gaditana, como la 
soberanía nacional, el amplio derecho al sufragio, los principales derechos civiles, el pre-
dominio del poder legislativo, etc., formulados casi en los mismos términos que en el texto 
original. La carta de Dos Sicilias se separaba de su matriz, en cambio, al introducir una mayor 
tolerancia religiosa (que hubiera sido incluso mayor, de no mediar la negativa del Vicario), al 
mismo tiempo que desaparecía el fuero jurídico de los eclesiásticos, se eliminaba la censura 
previa sobre los textos religiosos, se anulaban todas las referencias a la esclavitud y se am-
pliaba el derecho de ciudadanía, al considerar sólo el origen del padre y no, como en el caso 
español, las dos líneas, paterna y materna. En otro orden de cosas se articulaba un sistema 
judicial más rápido y eficaz, de raigambre francesa, con dos instancias y la posibilidad de ca-
sación en casos extraordinarios, e igualmente se estimulaba la justicia popular al establecerse 
la obligatoriedad del jurado (incluso para decidir la admisión o no de una demanda).

Con todo, lo que más sobresale del texto italiano es su mayor audacia federalizante 
(que no federal stricto sensu), tal como quería la carbonería provincial. Es muy llamativa 
la definición que se hace de la nación en el artículo 1, ya que Dos Sicilias, según puede 
leerse, es la «unione di tutte le popolazini che la compongono»; se entendía así la nación 
no como una suma de individuos, sino como unión de pueblos, lo que daba al hecho 
nacional una dimensión territorial no prevista por el constituyente español. Abundando 
en lo dicho, mientras los empleos municipales se definían en España como de «carga 
concejil», en Dos Sicilias eran «cargos nacionales»48.

Esta territorialidad se encuentra asimismo en la composición del Consejo de Estado, 
el órgano asesor del Rey considerado como una de las mayores innovaciones de La Pepa. 
Contrariando el texto español, el parlamento de Nápoles aprobó que los consejeros fueran 
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elegidos a razón de uno por provincia (22 en total), a los que se sumarían dos eclesiásticos de 
prestigio. No se estableció, a diferencia de España, ninguna reserva de puestos a la nobleza49.

Evidentemente el título VI dedicado al gobierno interior de municipios y provincias, 
junto con la polémica Ley Administrativa que desarrollaba ese mismo título, reflejaban esas 
mismas inquietudes. El propósito era hacer de las provincias (y de los municipios en menor 
medida) una suerte de «mini-estados» con sus correspondientes «mini-parlamentos», ob-
jetivo posible si se modificaban los aspectos más centralistas de la constitución española, y 
en particular el rol del jefe político50. Este cargo, de nómina gubernativa, se había creado en 
España para dirigir la administración provincial, presidir las reuniones de la diputación y en 
su caso de los ayuntamientos51. Las modificaciones introducidas por el Parlamento de Dos 
Sicilias eliminaban la presencia del jefe político en los municipios, a cuyo frente, en cambio, 
habría un «sindaco» de elección popular. El sindaco dirigiría la gobernación y la adminis-
tración local en estrecha colaboración con su cuerpo municipal formado por decuriones 
(concejales), pero en ningún caso tendría funciones judiciales, que en el marco local serían 
responsabilidad de otra figura igualmente electiva, el «giudice municipale». Se pretendía con 
ello instaurar una suerte de división de poderes en el «mini-estado» local52.

En el ámbito provincial, sin embargo, la carboneria no logró alcanzar una mayoría 
suficiente como para imponer la elección popular del jefe político, aunque consiguieron re-
bajar su potestad de forma significativa respecto del modelo español53, privándole de voto en 
la diputación54. El parlamento, por contra, frenó en seco las intentonas del Vicario y de sus 
ministros moderados (el odiado Zurlo en particular) por conservar algún cuerpo técnico 
que vigilase los presupuestos locales y provinciales, como había sido el –abolido– consejo de 
intendencia del período francés55.

No era, pues, la de Dos Sicilias, una constitución fotocopiada de la española. Es 
posible que el liberalismo democrático hubiera querido más (total tolerancia religiosa, 
jefes políticos electivos y no de nómina gubernativa, municipalización del orden pú-
blico, etc.), pero opinamos que el resultado se acercaba más a sus deseos que la propia 
Constitución de Cádiz56.

El segundo retoño de Cádiz, la constitución portuguesa de 1822, se gestó con más len-
titud. Su elaboración pasó por dos fases: una primera, relativamente rápida, culminó el 9 de 
marzo de 1821 con la aprobación de unas bases constitucionales distribuidas en dos títulos 
y 37 artículos; la segunda fase, más pausada, condujo al texto definitivo, de septiembre de 
1822, que resultó significativamente más corto que La Pepa, ya que constaba de seis títulos y 
240 artículos frente a los diez títulos y 384 artículos de la constitución española57. El rey Juan 
VI, que regresó de Brasil en junio de 1821, tras una prolongada ausencia de catorce años, no 
pudo sino jurar esa constitución tal como se le presentaba, puesto que las Cortes le habían 
prohibido vetar cualquier acto constituyente.

Las Cortes portuguesas reunían varias tendencias, desde la más moderada y an-
glófila, minoritaria58, hasta la liberal radical de resonancias jacobinas, más numerosa, 
pasando por el grupo brasileño, que a semejanza del grupo americano de las Cortes de 
Cádiz era proclive a la dimensión territorial-federal de la soberanía59. Fueron sin em-
bargo los liberales de corte radical-democrático, que bebían tanto de España como de la 
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Francia revolucionaria, los que impusieron sus puntos de vista en casi todos los debates. 
Entre ellos había comerciantes, abogados, propietarios, magistrados, militares, profe-
sores universitarios y sacerdotes ilustrados, o sea, la habitual combinación de intereses 
políticos y económicos que ya había funcionado en otros países60.

El entusiasmo hacia España se manifestó en Portugal con más parquedad que en Italia. 
Aunque ello puede explicarse por la tradicional rivalidad hispano-lusa, también se ha apun-
tado que los liberales portugueses habían estado atentos a los defectos de funcionamiento del 
modelo español, como por ejemplo el continuo obstruccionismo del Rey, que se resolvió qui-
tándole atribuciones61. No debe olvidarse, por último, que en Portugal el Antiguo Régimen 
gozaba aún de buena salud, lo que obligaba a sus enemigos a emplear una mayor radicalidad 
en los argumentos. El magistrado y escritor porteño Manoel Fernandes Tomás, miembro del 
Sinedrio, y uno de los padres de la revolución62, afirmaba que «la Constitución española no 
era un Evangelio»; con cierta altivez respondió a un ocasional interpelante que «yo estoy en 
este Congreso para hacer la constitución portuguesa», lo que reflejaba un estado de ánimo 
compartido por la mayoría63. Cádiz, subrayó el también diputado Agostinho José Freire, era 
para los liberales portugueses un mínimo, un suelo64.

Coherente con ese deseo de situarse a la «izquierda» de Cádiz, una importante nove-
dad fue la inclusión de un título –significativamente el primero– llamado «De los derechos 
y deberes individuales de los portugueses». Forman ese título 19 artículos, que no dejan de 
ser los derechos civiles más evidentes, con la inclusión de alguno novedoso para la época, 
como el secreto de la correspondencia postal. Esta determinación a la hora de fijar y articular 
derechos y deberes contrasta con los temores de los constituyentes gaditanos, que en 1811 
renunciaron a incluir un título semejante por el riesgo de que se les acusara de imitadores 
de los revolucionarios franceses. En este aspecto la carta portuguesa se alejaba de Cádiz y se 
aproximaba a la constitución gala de 179165. 

No era la única disimilitud con España en este terreno: los parlamentarios lusos in-
cluyeron en su constitución un tímido reconocimiento de la tolerancia religiosa (del todo 
ausente en Cádiz), al autorizarse a los extranjeros el ejercicio particular de sus cultos. Más lla-
mativo incluso es que se proclame la libertad de imprenta para todo tipo de textos, incluso los 
religiosos. En ese caso serían los diputados más conservadores de las Cortes lisboetas quienes 
se aferren al ejemplo de España, donde los textos de carácter religioso seguían sometidos a la 
censura previa de los obispos66. Eso sí, ante lo reñido de la votación, para no perder el matiza-
do apoyo de algunos religiosos hacia la causa constitucional (y evitar de paso un inoportuno 
enfrentamiento con la Iglesia católica), los diputados portugueses admitieron que los obispos 
actuasen como jueces ordinarios en las causas formadas por posibles abusos contra la libre 
imprenta en materia de religión; en todo caso, la diferencia con el modelo español resultaba 
evidente, ya que la autoridad del obispo en Portugal era la de juzgar hechos a posteriori –y 
siempre bajo la revisión de jueces civiles– y no la de censurar67. Por último, al establecerse 
una justicia igual para todos se anulaban en Portugal los fueros jurídicos de eclesiásticos y 
también de militares, salvo en casos de guerra. 

No coincide tampoco con España la dimensión que la constitución portuguesa de 1822 
otorgaba a la ciudadanía. El artículo 21 de la carta lusa proclamaba que «todos los portugue-
ses son ciudadanos», convirtiendo en equivalentes dos categorías, individuo y ciudadano, 
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que la Constitución de Cádiz había divorciado. Gozarían de la condición de ciudadanos los 
hijos de padre portugués, los hijos ilegítimos de madre portuguesa o los hijos extranjeros 
nacidos en el Reino si así lo deseaban. No había ninguna limitación para los portugueses de 
raza negra o para los mulatos, en contraposición con el trato denigrante que los gaditanos 
habían dado a los «originarios de África»68.

Resulta curioso, sin embargo, que en Portugal no se identifique automáticamente 
ciudadanía con derecho al sufragio. A la lógica exclusión de los menores de 25 años –
aunque los casados, sacerdotes y bachilleres sí podrían votar al cumplir 20 años–, habría 
que añadir la de quienes no probasen un año de residencia en algún municipio –lo que 
afectaba a nómadas y pobres sin domicilio, más comunes en Brasil que en Europa–, los 
nuevos votantes que fueran analfabetos en 1830 –igual que en Cádiz–, los criados o los 
hijos que vivieran en el domicilio paterno, aunque hubiesen cumplido 25 años; esta últi-
ma limitación, que no se contemplaba en España, trataba de estimular a los portugueses 
a casarse y tener hijos69.

El estatuto luso endurecía respecto de Cádiz las condiciones para ser elegido dipu-
tado, al establecer de entrada, y sin prórrogas, la exigencia de que los candidatos tuvieran 
una renta suficiente para vivir, que podría proceder, de modo indistinto, de bienes raíces, 
industriales, comerciales o simplemente de un empleo70. Aunque era un censo muy te-
nue, era una limitación al fin y al cabo.

Se estipuló por contra un sistema electoral con sufragio directo y a doble vuelta, mucho 
más sencillo y democrático que el de Cádiz. El elector ejercitaba su derecho depositando 
su voto en una urna, tras ser reclamado en voz alta por la mesa de las asambleas primarias, 
donde se reunían los censados en cada parroquia. Por encima de esas asambleas, unas juntas 
de partido se limitaban a recontar papeletas y proclamar a los candidatos más votados. En la 
primera vuelta sólo quedaban proclamados aquellos candidatos que hubieran obtenido ma-
yoría absoluta en el distrito, pues de no ser así, se celebraba una segunda vuelta dos semanas 
más tarde, a la que sólo podrían presentarse los candidatos más votados en la primera71.

Los diputados de las Cortes podrían ser reelegidos, una notable diferencia con el sis-
tema español que comúnmente se atribuye a las recomendaciones de Jeremy Bentham. Para 
el filósofo inglés, que siguió muy de cerca los sucesos de Portugal, el triunfo de la revolución 
pasaba por crear un «establishment» político liberal capaz de poner freno a las inevitables 
tentaciones autoritarias de reyes y ministros72.

Justo para evitar esas propensiones, que en España o en Dos Sicilias habían derivado 
en continuos desencuentros entre Cortes y palacio, los constituyentes portugueses quisie-
ron rebajar la potestad del rey respecto de la que le reconocía la Constitución de Cádiz. La 
constitución de 1822 hacía explícito que el poder del rey procedía de la nación «indivisible e 
inalienable», y no de otra fuente73. Tampoco se quiso atribuir al rey la titularidad en exclusiva 
del poder ejecutivo, que se hizo residir conjuntamente en el rey y en los ministros, llamados 
en Portugal secretarios de Estado74. Otras atribuciones que la constitución portuguesa no re-
conoció al rey (siempre con relación a Cádiz) fueron la iniciativa legislativa, el mando directo 
sobre tropas o la elección de los generales en jefe en caso de guerra o de urgencia nacional. 
Se mantuvo en cambio el veto suspensivo del rey sobre las leyes aprobadas por las Cortes, 
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aunque incluso con menor eficacia que en España, ya que el monarca portugués sólo podía 
hacer uso de esa potestad una sola vez por ley –no dos–, y ni siquiera en todos los casos; por 
ejemplo, quedaban excluidos de sanción real todos los actos de las Cortes constituyentes y 
hasta dieciséis materias de la competencia de unas futuras ordinarias, tales como la elección 
de una regencia, la aprobación de tratados de alianza ofensiva o defensiva, la fijación de 
efectivos militares en caso de guerra o el régimen interior de las Cortes75. En los supuestos 
en los que sí podría vetar se obligaba al rey a consultar previamente al Consejo de Estado y a 
exponer por escrito las razones de ese veto76. 

Como ya había ocurrido en el debate sobre los límites de la censura eclesiástica, la ma-
yoría liberal redobló su deseo de ir «más allá» de lo dispuesto en Cádiz, y por eso aplaudió 
una mayor restricción del veto77. En cambio, la minoría moderada de las Cortes se sirvió de la 
Constitución española como argumento de autoridad contra las reformas que limitaban aún 
más el poder del rey, tal como hizo, por ejemplo, el obispo de Beja, Luiz da Cunha de Abreu 
e Melo; es más que probable, sin embargo, que la defensa de Cádiz por parte de este grupo 
obedezca más a una estrategia coyuntural que a un verdadero apoyo hacia una constitución 
que poco o nada les gustaba; con mayor coherencia otros diputados moderados se apoyaron 
en Lanjunais o Benjamin Constant, e incluso alguno de ellos, como José Vaz Corrèa da Sea-
bra, mencionaron el caso español para advertir del riesgo de que una hipotética dictadura del 
cuerpo legislativo justificase un golpe absolutista78.

La existencia de un Consejo de Estado en Portugal fue confirmada por sus Cortes, aun-
que por un solo voto. Precisamente el debate sobre la pertinencia o no del Consejo de Estado 
fue uno en los que la Constitución de Cádiz estuvo más presente, algo lógico si se considera 
que dicho órgano había sido una de las mayores innovaciones de la carta española respecto a 
la francesa de 1791. El Consejo de Estado salió adelante debido a la división de la izquierda 
liberal, que se fracturó entre quienes argumentaron que su existencia limitaría el posible des-
potismo del rey y de sus ministros, y los que pensaban exactamente lo contrario, o sea, que 
el Consejo sería un organismo inútil y peligroso, un posible foco de intrigas contra las tareas 
del cuerpo legislativo. Los moderados, por su parte, votaron mayoritariamente a favor del 
Consejo, al ver en él una posible alternativa a la negada segunda cámara. En cualquier caso, 
el Consejo de Estado portugués no reservaría puesto alguno a la aristocracia y al clero; se 
trataría de un cuerpo muy reducido, de tan sólo 13 miembros, seis procedentes de Portugal, 
seis de Brasil y otro consejero rotatorio entre ambos territorios79.

En cuanto a la organización del Estado, la constitución se cimentaba en la unidad na-
cional, que residía en el Parlamento soberano con sede en Lisboa, capital del que se llamaba 
Reino Unido de Portugal, Brasil y los Algarves. El artículo 32 era inequívoco en ese sentido: 
«A Nação portuguesa é representada em Cortes, isto é, no ajuntamento dos deputados, que 
a mesma Nação para esse fim elege com respeito à povoação de todo o território português». 
De los diputados se aclaraba que lo eran de toda la nación –a la que juraban defender en su 
conjunto–, y no de un territorio particular. Se evitaba con ello el reconocimiento de una so-
beranía propia para Brasil, si bien la Constitución otorgaba al territorio americano igualdad 
de criterios de representación (una diferencia más respecto a La Pepa). También, por razones 
operativas, se dispuso el establecimiento en Brasil de una delegación del poder ejecutivo, que 
se confiaba a una regencia, así como la existencia de un Tribunal supremo de justicia propio, 
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que evitaría a los brasileños tener que peregrinar a Europa para recurrir sentencias judicia-
les80. Ninguna de estas concesiones evitó, sin embargo, la independencia del Reino de Brasil, 
que sería plena ese mismo 1822, lo que dejaría en papel mojado buena parte de constitución 
portuguesa recién aprobada81.

Y es que, salvo las excepciones señaladas, el estatuto de Portugal no hacía concesiones 
al federalismo. Las entidades locales carecían de dimensión política, puesto que ésta se reser-
vaba en exclusiva a las Cortes soberanas. Distritos y municipios eran sólo espacios adminis-
trativos, por mucho que sus órganos rectores (juntas administrativas y cuerpos municipales, 
respectivamente) fueran elegidos por sufragio popular; esos órganos, además, se situaban 
bajo la inspección de una poderosa figura de elección gubernativa, el administrador general, 
uno de cuyos cometidos era prevenir cualquier tentación federalista o separatista82.

Se observa aquí la distancia que separó una revolución construida sobre bases provin-
ciales, cual fue la del sur de Italia, de otra que tuvo en la burguesía urbana y nacionalista su 
razón de ser, la de Portugal. Girondina la primera, jacobina la segunda, ambas se forjaron en 
un tronco común, la Constitución de Cádiz, que resultó ser un modelo de gran flexibilidad, 
capaz de acomodarse a realidades y procesos diferentes.

4. CONCLUSIONES

Las constituciones creadas en el ciclo revolucionario de 1820-1822 resultaron demasiado 
avanzadas para las sociedades que debían regular. Que los deseos de cambio se chocaban 
con la realidad lo demuestra que la constitución más avanzada de todas ellas, la de Portugal, 
correspondía al país más atrasado.

Los reyes abominaron de estas constituciones sin excepción; incluso el que parecía 
más dispuesto a aceptar un marco constitucional, el portugués Juan VI, pensaba que el 
texto elaborado por las Cortes era inadecuado para un país católico y agrario, con todas 
las cuentas que saldar con el Antiguo Régimen. De hecho, la constitución portuguesa de 
1822 apenas estuvo en vigor ocho meses (en todo caso, más que la de Dos Sicilias, que 
sólo lo estuvo dos), pues Juan VI la derogó en mayo de 1823, con la excusa de la Vila-
francada, un intento de golpe reaccionario patrocinado por su propia esposa, Carlota 
Joaquina (hermana de Fernando VII de España), y por su hijo, Miguel. Dicho golpe fue 
el preludio de un convulso período de guerras civiles.

Es cierto que la Santa Alianza no estaba dispuesta a tolerar boquetes en el orden 
de la Restauración, sobre todo en territorios tan sensibles como Italia o España. Pero 
tampoco los liberales mostraron unidad y determinación. Triunfaron, por lo general, las 
fórmulas extremas, entendiendo que la apertura a otras fórmulas, como la constitución 
inglesa o el modelo de Constant, era sinónimo de traición. Con ello los liberales mode-
rados hicieron, en su victimismo, causa común con los reyes. La revolución también fue 
combatida por los que luchaban por la independencia, y no por una soberanía centra-
lizada, como fue el caso de la isla de Sicilia o de Brasil; los sicilianos, excepto los más 
ligados por lazos económicos a la península, rechazaban con igual vigor el centralismo 
de los Borbones como el discurso de la soberanía nacional, que para ellos no era sino 
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una nueva fórmula de imposición de Nápoles. De este modo, la revolución de Lisboa o 
de Nápoles no fue percibida como propia en Brasil o en Sicilia.

Por distintas razones, hasta tiempos relativamente recientes no se ha reivindicado la 
Constitución de Cádiz como un elemento de unidad cultural para el sur de Europa, y aún así 
queda mucho por avanzar en este terreno. Parte de la historiografía italiana considera que un 
modelo constitucional alternativo, inspirado en la carta otorgada francesa, hubiera dotado 
al territorio transalpino de una mayor estabilidad y continuidad en materia de libertades; 
Cádiz sería para estos autores una vía fallida83. En Portugal hasta hace no tanto se había mi-
nimizado la influencia española en la constitución de 1822, que hoy sí se ve como referente 
esencial. En España está por investigar si los fracasos de las revoluciones vecinas influyeron 
en la evolución del liberalismo patrio.

Pero con todas las contradicciones que se quieran señalar, es innegable que los amantes 
de la libertad de esta vieja región, la Europa del sur, supieron movilizarse por ideales casi 
idénticos y bajo una misma bandera legal, la Constitución de Cádiz. Al referirse a España, 
el diputado portugués Francisco Soares Franco habló en sus Cortes de «mesmos principies», 
«interesse commum», «nossa reciproca utilidade», «nossos sagrados direitos»84.

La mejor herencia de La Pepa es que los reinos aquí analizados –salvo Piamonte-Cer-
deña– vivieron entre 1813 y 1822 su primera experiencia de ciudadanía. La mayoría de sus 
hombres –el sufragio femenino obviamente no se contemplaba– pudieron sentirse partícipes 
de los asuntos públicos bajo la moderna fórmula del sufragio; por vez primera votaron a sus 
diputados, a sus alcaldes, a sus órganos provinciales. Se sintieron ciudadanos.
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sizioni del Ministro dell’Interno relative alle Deputazioni Nazionali», «Rapporto al Par-
lamento nazionale»). Sobre la Ley administrativa que pretendía desarrollar el gobierno 
provincial y local conforme a la Constitución, y de los intentos de veto del Vicario, Atti del 
Parlamento…, ob. cit., vol. 3, sesiones de 19 de enero, 28 de febrero y 8 de marzo de 1821, 
pp. 79-80, 183-255, 571-572 y 579-584.

56.  Remitimos de nuevo a nuestro trabajo, «La Constitución de Cádiz y el proceso revolucio-
nario de las Dos Sicilias (1820-1821)».
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57.  Referencias ineludibles sobre la Constitución portuguesa: J. Varela Suanzes-Carpegna, 
«El constitucionalismo español y portugués en la primera mitad del siglo XIX. Un estudio 
comparado»,  en Izaskun Álvarez Cuartero y Julio Sánchez Gómez (eds.), Visiones y re-
visiones de la Independencia americana. La Independencia de América, la Constitución de 
Cádiz y las Constituciones Iberoamericanas, Servicio de Publicaciones de la Universidad 
de Salamanca, Salamanca, 2007, pp. 13-51; M. Mendonça, «Influencia da Constituiçao 
espanhola de 1812 na portuguesa de 1822», en José Antonio Escudero (dir.), Cortes y 
Constitución de Cádiz. 200 años, Fundación Rafael del Pino-Espasa, 2011, t. 3, pp. 486-
498; J. Miranda, Manual de Direito Constitucional, tomo 1, Preliminares. O Estado e os sis-
temas constitucionais, Coimbra Editora, 1997, pp. 260-269; J. Joaquim Gomes Canotilho, 
«As costituiçoes», en História de Portugal. Direcçao de José Mattoso…, ob. cit., vol. 5, pp. 
150-153.

58.  A pesar de los lazos históricos entre Portugal y Gran Bretaña, la influencia del constitu-
cionalismo británico en la Carta portuguesa de 1822 es muy limitada, entre otras cosas 
porque los impulsores de la revolución querían liberar a Portugal de la tutela británica y 
asociaban lo inglés con la pervivencia de los privilegios de Iglesia y nobleza. No sorpren-
de que el pensador inglés más influyente en aquellos momentos, Jeremy Bentham, fuera 
manifiestamente crítico con el desarrollo constitucional de su propio país, basado en los 
checks and balances.

59.  I. Fernández Sarasola, ob. cit., p. 292; J. J. Gomes Canotilho distingue en cambio modera-
dos anglófilos, radicales de inspiración jacobina y gradualistas, que serían los verdaderos 
partidarios de Cádiz (Direito Constitucional, Livraria Almedina, Coimbra, 1993, p. 276).

60.  B. M. Duque Vieira, O problema politico no tempo das primeiras Cortes liberais, Edições 
João Sá da Costa, Lisboa, 1992.

61.  J. Sánchez-Arcilla Bernal, «La experiencia constitucional gaditana y la Constitución por-
tuguesa de 1822», en Cuadernos de Historia Contemporánea, vol. 24, 2002, pp. 105-143.

62.  J. H. Saraiva, ob. cit., pp. 388-390.
63.  Diario das Cortes Geraes…, ob. cit., 13 de febrero de 1821, intervención de Manoel Fer-

nandes Tomás (diputado por Beira), p. 83. 
64.  Ibíd., 15 de febrero de 1821, intervención de A. J. Freire, p. 104. Agostinho José Freire fue 

un destacado militar y matemático, héroe de la resistencia portuguesa durante la invasión 
napoleónica.

65.  J. Varela, ob. cit., pp. 28-30. A las dos constituciones comúnmente señaladas como fuentes 
de la portuguesa de 1822 (la española y la francesa de 1791), el profesor Miranda añade la 
constitución francesa de 1795 (J. Miranda, ob. cit., t. 1, pp. 261-262).

66.  Diario das Cortes Geraes…, ob. cit, sesiones de 14 y 15 de febrero de 1821, intervenciones 
de Antonio Camello Fortes de Pina (diputado por Beira), Manoel Agostinho Madeira 
Torres (Estremadura) y José Vaz Velho (Algarves), pp. 94-95 y 103-104. Los tres diputa-
dos mencionaron la Constitución de España para exigir el mantenimiento de la censu-
ra eclesiástica en los textos de naturaleza religiosa; el presbítero secular Madeira Torres, 
doctorado en Cánones por la Universidad de Coimbra, pretendía incluso ir más allá y 
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mantener la censura previa en cualquier tipo de texto. Radicalmente contrario a seguir el 
ejemplo español fue, como casi siempre, Fernandes Tomás: «os Hespanhoes tiverão os seus 
motivos; nós podemos ter outros».

67.  Punto 10º de las «Bases da Constituiçao Política da Monarquia Portuguesa», aproba-
das definitivamente por las Cortes Geraes Extraordinarias e Constituintes da Nação Por-
tuguesa el 9 de marzo de 1821. Uno de los eclesiásticos más entusiastas con el sistema 
constitucional fue el diputado Vicente da Soledade, arzobispo de Bahía (Brasil); en apoyo 
de las reformas publicó una pastoral titulada Sobre a Instrucçaõ Chistá e Constitucional 
dos seus Diocesanos, Officina de Antonio Rodrigues Galhardo, 1821. Menor entusiasmo 
mostró otro obispo diputado en aquellas Cortes, Luiz da Cunha de Abreu e Melo (obispo 
de Beja), que se pronunció a favor de mantener la censura previa en materias religiosas 
(Diario das Cortes Geraes…, ob. cit., sesión de 14 de febrero de 1821, p. 93).

68.  Art. 22 de la Constitución de Cádiz.
69.  Contrástense los artículos 21 y 33 de la Constitución de 1822. Como expone Jorge Mi-

randa, «A pesar de nao estabelecerem directamente requisitos de carácter censitario, há in-
capacidades derivadas da condiçao social das pessoas que tornam o sufrágio restrito» (ob. 
cit., t. 1, p. 267).

70.  Art. 93 de la Constitución de Cádiz.
71.  El sistema electoral de la Constitución portuguesa, aunque menos prolijo que el español, 

ocupa casi 40 artículos (en concreto, arts. 37-74). A pesar de las diferencias en el procedi-
miento, la inclusión del sistema electoral en el texto portugués debe reputarse como una 
influencia gaditana más. 

72.  I. Fernández Sarasola, ob. cit., pp. 297-298. Para el influjo de Bentham en estas Cortes, 
M. H. Carvalho dos Santos, «“A mayor felicidade do mayor número”. Bentham e a Cons-
tituição portuguesa de 1822» , en M. Halpern Pereira et alii (coord), O liberalismo na 
Península Ibérica na primeira metade do seculo XIX, Edições João Sá da Costa editora, 
Lisboa, 1982. pp. 91 y ss.

73.  Art. 121 de la Constituiçao Política da Monarquia Portuguesa de 1822.
74.  Art. 30 de la Constituiçao Política da Monarquia Portuguesa, que contrasta con el art. 16 

de la Constitución de Cádiz.
75.  J. Sánchez-Arcilla, ob. cit., pp. 124 y 133. En España el veto real podía esquivarse con 

la fórmula de decretos de Cortes (J. Varela Suanzes, «Rey, Corona y Monarquía en los 
orígenes del constitucionalismo español: 1808-1814» en Revista de Estudios Políticos, nº 
55, 1987, pp. 162-164; J. I. Marcuello Benedicto, «Las Cortes Generales y Extraordinarias: 
organización y poderes para un gobierno de asamblea», en Ayer, nº 1, 1991, pp. 87-91).

76.  Punto 23º de las «Bases da Constituiçao Política da Monarquia Portuguesa». 
77.  Así se advierte en las intervenciones de Manoel Fernandes Tomàs y Manoel Borges Car-

neiro (dos antiguos miembros del Sinedrio portuense), o de Bento Pereira do Carmo, 
João Maria Soares Castello Branco y Francisco Xavier Monteiro (diputados por Estre-
madura). Monteiro en concreto pidió un veto suspensivo rebajado respecto a Cadiz y a la 
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constitución francesa de 1791, inspiradora del texto español (Diario das Cortes Geraes…, 
ob. cit., sesiones de 22 y 23 de febrero de 1821, pp. 131-138 y 139-152).

78.  Diario das Cortes Geraes…, ob. cit., 23 de febrero de 1821, intervenciones de Luiz da 
Cunha de Abreu e Melo, obispo de Beja, y José Vaz Corrèa da Seabra da Silva Pereira (di-
putados por Beira), pp. 143-145. Otros destacados oradores del sector moderado fueron 
João Pereira da Silva (Minho), Ignacio da Costa Brandão (Alentejo) o José Vaz Velho 
(Algarves).

79.  Entre los que hablaron a favor del Consejo estuvieron Soares Franco, Borges Carneiro o 
Castello Branco, del sector más avanzado, o Vaz Velho y Pereira Carmo, moderados. Los 
críticos se encuadran casi todos en la izquierda liberal: Antonio Lobo de Barbosa Teixeira 
Ferreira Girão y Manoel Gonçalves de Miranda (diputados por Tras-os-Montes), Manoel 
Antonio de Carvalho, Manoel Alves do Rio y Francisco Simões Margiochi (por Estrema-
dura). Este último, militar y matemático, juzgaba que, frente a los tejemanejes palaciegos 
del Consejo de Estado, sólo las Cortes eran una garantía de la libertad: «O Conselho de 
Estado talvez haja de vender mais depressa a Liberdade dos Povos. A Liberdade dos Povos 
está muito segura como a Deputação permanente, e com as Cortes todos os annos». En el 
parlamento de Nápoles se escucharon algunas críticas muy parecidas contra la creación 
del Consejo de Estado. Tras una ajustadísima votación, la existencia del Consejo de Esta-
do portugués se recogió en la base 33º de la Constitución, y su composición y funciones 
quedaron finalmente plasmadas en los arts. 162-170 de la carta de 1822 (Diario das Cortes 
Geraes…, ob. cit., sesión de 2 de marzo de 1821, pp. 195-202).

80.  Estas concesiones, sin embargo, serían consideradas insuficientes por los diputados bra-
sileños, lo que precipitó el proceso independentista del territorio americano (J. Miranda, 
ob. cit., t. 1, pp. 266-267).

81.  El primer monarca brasileño sería Pedro de Borbón y Bragança –hijo de Juan VI–, pro-
clamado Emperador del Brasil en octubre de 1822. Sobre la independencia de Brasil, A. 
H. de Oliveira Marques, ob. cit., t. 1, pp. 443-455; J. H. Saraiva, ob. cit., t. 3, pp. 390-395.

82.  Arts. 212-217 de la Constituiçao Política da Monarquia Portuguesa de 1822.
83.  La tesis probablemente más crítica con el desarrollo de esta revolución y con la implan-

tación de la Constitución española en el Piamonte es la de E. Morelli, «È veramente fallita 
la rivoluzione del 1821?», en A. Mango (ed.), L’età della Restaurazione in Piemonte e i moti 
del 1821…, ob. cit., pp. 32-43. Para esta autora la de Cádiz era una Constitución extraña a 
la matriz «indígena» y «moderada» que habría conducido a la unidad italiana.

84.  Diario das Cortes Geraes…, ob. cit., sesión de 27 de enero de 1821, intervención de F. 
Soares Franco, pp. 5-6.
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